
 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

TRIBUNAL DE APELACIONES 
REGIÓN JUDICIAL DE PONCE 

PANEL ESPECIAL 
 

 
El Pueblo de Puerto 

Rico 
Apelado 

 
v. 

 
David Jovani Rivera 

Apelante 

 
 

 
 

 
KLAN201600986 

 
Criminal Núm.: 

JFJ2014M0152 
 

 
Sobre:  

 
Desacato 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 

 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

 Comparece David Jovani Rivera [Rivera o peticionario] por 

derecho propio, en recurso proveniente de la Institución 

Guerrero de Aguadilla.  Al recurso se le asignó el alfanumérico 

de apelación KLAN201600986, no obstante por tratarse de la 

revisión de una orden, lo atendemos como certiorari, 

manteniendo el alfanumérico asignado.  Procedemos a evaluar. 

 Del expediente podemos colegir que el peticionario fue 

condenado a cumplir una pena por desacato y por delitos de la 

Ley de Armas (Artículo 5.04 Portación y Uso de Armas de Fuego 

sin licencia).  Alega el peticionario que acudió al Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Ponce, en virtud de los Artículos 71, 

69 del Código Penal y el foro de instancia denegó su solicitud.   

Nos indica que pagó las multas impuestas en virtud de la Ley de 

Compensación a Víctimas del Delito, Ley 183-1998, por lo que le 

aplica el Artículo 69 1  del Código Penal de 2012, según 

                                                 
1
Artículo 69.- Mitigación de la pena. 

Si al imponerse sentencia resulta que el sentenciado ha pagado alguna multa o estado 
recluido por el acto de que fuera convicto en virtud de una orden, en que dicho acto se 
juzgó como desacato, el tribunal podrá mitigar la pena impuesta. 
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enmendado, 33 LPRA sec. 5102, que permite la mitigación de la 

pena en casos de desacato.    

 El peticionario no incluyó, como parte del apéndice, copia 

de la sentencia cuya revisión solicita, tampoco suplió ninguna 

evidencia sobre la alegada multa, ni del pago que alegadamente 

realizó.  Solo acompañó la orden del TPI del 6 de junio de 2016, 

notificada el día 10, en la causa JFJ2014M0152, en relación al 

delito de desacato.  Revisamos en el portal electrónico de la 

Rama Judicial y comprobamos que la causa JFJ2014M0152 se 

trataba del delito de desacato y fue resuelta el 15 de diciembre 

de 2014.  No obstante, como indicáramos, el peticionario no 

incluyó la sentencia para nuestra evaluación.  Tampoco existe en 

el expediente la copia de la moción, dirigida al foro primario, que 

fue denegada y cuya revisión aquí se nos solicita.   

 El peticionario señaló además, que solicitó la concurrencia 

de delitos, en virtud al Artículo 71 (Concurso de delitos) .del 

Código Penal, 33 LPRA sec. 5104, pero el TPI la denegó.  Junto a 

su escrito acompañó una orden en la causa JLA2014G0195 

(sobre Ley de Armas) del 14 de abril, notificada el 19 de abril de 

2016 en la cual, el tribunal de primera instancia, determinó 

“nada que proveer”.  En cuanto a esta orden, nada podemos 

disponer, toda vez que el recurso de epígrafe se presentó el 30 

de junio de 2016, a más de sesenta días, de notificada la orden.  

La Regla 32 D del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

establece el término para presentar el recurso de certiorari para 

revisar cualquier otra resolución u orden del Tribunal de Primera 

Instancia se formalizará mediante la presentación de una 

                                                                                                                                     
En delitos cuya pena de reclusión señalada en el delito tipo es de ocho (8) años o 
menos, sus tentativas, o en delitos a título de negligencia, si el autor se ha esforzado 
por participar en un proceso de mediación consentido por la víctima y le ha 

restablecido en su mayor parte a la situación jurídica anterior al hecho delictivo, o lo 
ha indemnizado total o sustancialmente, en una situación en la que la reparación de 
los daños le exija notables prestaciones o renuncias personales, el tribunal podrá 

luego de escuchar en una vista al perjudicado y al fiscal mitigar la sentencia a imponer 
y – en casos extremos – desestimar la acusación.  
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solicitud dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha del 

archivo en autos de copia de la notificación de la resolución u 

orden recurrida. Este término es de cumplimiento estricto. 4 

LPRA Ap. XXIIB R. 32 (D).  En relación a los términos de 

cumplimiento estricto el Tribunal Supremo reiteró en Soto Pino 

v. Uno Radio Group, 189 DPR 84 (2013) que “la parte que actúa 

tardíamente debe hacer constar las circunstancias específicas 

que ameriten reconocerse como justa causa para prorrogar un 

término de cumplimiento estricto. Si no lo hace, los tribunales 

carecen de discreción para prorrogar el término y, por ende, 

acoger el recurso ante su consideración.”  

 El peticionario no ha demostrado justa causa para acudir 

ante nos de forma tardía para que revisemos la orden dictada, 

en abril de 2016, en la acción J LA2014G0192, por tanto ello nos 

priva de jurisdicción para atender su reclamo.   

De otro lado, en innumerables ocasiones se ha advertido 

que los tribunales deben ser celosos guardianes de su 

jurisdicción y que no tienen discreción para asumir jurisdicción 

allí donde no la tienen”. Peerless Oil v. Hmnos. Torres Pérez, 

Inc., 186 DPR 239 (2012); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 

169 DPR 873, 882 (2007). Por eso, es importante que las partes 

cumplan con los términos que dispone la ley para acudir en 

revisión de las sentencias y resoluciones. Peerless Oil v. Hmnos. 

Torres Pérez, Inc., supra.  Cuando un tribunal determina que no 

tiene jurisdicción para entender en un asunto, procede la 

inmediata desestimación del recurso apelativo conforme lo 

ordenado por las leyes y reglamentos para el perfeccionamiento 

de estos recursos. Peerless Oil v. Hmnos. Torres Pérez, Inc., 

supra; S.L.G. Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675 

(2011); Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc., 158 DPR 345, 

355 (2003); Souffront v. A.A.A., 164 DPR 663, 674 (2005).  



 
 

 

KLAN201600986 

 

4 

 La Regla 34 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

gobierna el contenido de la solicitud de certiorari.  Así, la Regla 

34(C) (1) del Reglamento, dispone en lo aquí pertinente que 

todo recurso de certiorari debe contener en el cuerpo lo 

siguiente: 

(a)-(c)… 

(d) Una relación fiel y concisa de los hechos procesales y 

materiales del caso.  
(e) Un señalamiento breve y conciso de los errores que a 

juicio de la parte peticionaria cometió el Tribunal de 
Primera Instancia. 

(f) Una discusión de los errores señalados, incluyendo las 
disposiciones de ley y la jurisprudencia aplicable. 

 […] 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 34  

 

Por su parte, la Regla 34 (E) en cuanto al apéndice, 

dispone como sigue: 

(1)…. 
(a) Las alegaciones de las partes, a saber: 

[…] 

-en casos criminales: la denuncia y la 

acusación, si la hubiere.  
(b) La decisión del Tribunal de Primera Instancia 

cuya revisión se solicita, incluyendo las 
determinaciones de hechos y las conclusiones de 

derecho en que esté fundada, si las hubiere y la 
notificación del archivo en autos de copia de la 

notificación de la decisión, si la hubiere.    
[…]   

 

(d). Toda resolución u orden, y toda moción o 

escrito de cualesquiera de las partes que forme 
parte del expediente original en el Tribunal de 

Primera Instancia, en los cuales se discuta 
expresamente cualquier asunto planteado en la 

solicitud de certiorari, o que sean relevantes a 
ésta. 

 

(e). Cualquier otro documento que forme parte 

del expediente original en el Tribunal de Primera 
Instancia y que pueda ser útil al Tribunal de 

Apelaciones a los fines de resolver la 
controversia. 

 

(2). El Tribunal de Apelaciones podrá permitir a 

petición de la parte peticionaria en la solicitud de 
certiorari o en moción o motu proprio a la parte 

peticionaria la presentación de los documentos del 
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apéndice a que se refiere esta regla, con posterioridad 

a la fecha de la presentación del escrito de certiorari, 
dentro de un término de quince (15) días contado el 

mismo a partir de la fecha de notificación de la 
resolución del tribunal autorizando la presentación de 

los documentos.(énfasis nuestro)  

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 34  

 

Por último, nuestro sistema judicial es adversativo y 

rogado, el cual descansa sobre la premisa de que las partes son 

los mejores guardianes de sus derechos e intereses. Bco. Bilbao 

v. González Zayas, 155 DPR 589, 594 (2001); S.L.G. Llorens v. 

Srio. De Justicia, 152 DPR 2, 8 (2000).  Sabido es que las 

normas sobre el perfeccionamiento de los recursos ante el 

Tribunal de Apelaciones deben observarse rigurosamente, lo cual 

incluye el cumplimiento con las disposiciones del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones. Lugo Rodríguez v. Suárez Camejo, 165 

DPR 729 (2005). El incumplimiento con las disposiciones 

reglamentarias sobre los recursos presentados en el Tribunal de 

Apelaciones puede conllevar la desestimación. Pueblo v. Rivera 

Toro, 173 DPR 137 (2008); Cárdenas Maxán v. Rodríguez, 119 

DPR 642 (1987).  El Tribunal Supremo ha resuelto que el hecho 

de que las partes comparezcan por derecho propio, por sí solo, 

no justifica el incumplimiento de éstas con las reglas procesales. 

Febles v. Romar Pool Construction, 159 DPR 714 (2003).  En 

consecuencia, procede la desestimación de un recurso por 

incumplimiento al Reglamento, cuando éste haya provocado un 

"impedimento real y meritorio para que el tribunal pueda 

atender el caso en los méritos". Pueblo v. Rivera Toro,supra, 

citando a Román Velázquez v. Román Hernández, 158 DPR 163, 

167-168 (2002).  

Según indicáramos, el peticionario acudió ante nos para 

que revisemos una orden del TPI en la que denegó su petición 

para mitigar la pena que cumple, a tenor con el Artículo 69 del 

Código Penal, supra..  No obstante, no acompañó a su recurso 
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copia de la sentencia para nuestra evaluación, la imposición de 

la pena especial y su pago, tampoco incluyó la moción que 

presentó al TPI haciendo tal petición a dicho foro. Más 

importante aún es que, los únicos documentos que incluyó a su 

escrito fueron dos resoluciones del Tribunal de Instancia una del 

14 de abril de 2016, la cual resulta tardía para nuestra 

evaluación, según explicáramos, y la orden del 6 de junio en la 

que se le denegó su solicitud de reconsideración.  Las mociones 

de reconsideración, tampoco fueron anejadas en el expediente.   

Concluimos que el peticionario no proveyó información suficiente 

para evaluar el caso, provocando un impedimento real y 

meritorio para que pudiésemos atender en los méritos la 

reclamación.  En consecuencia, estamos impedidos de resolver el 

recurso presentado de conformidad con las normas de Derecho 

que expusimos.  

DICTAMEN 

 Visto lo anterior, por disposición de la Regla 83 (C) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

83 (C), desestimamos el recurso de certiorari.  

Disponemos que el Secretario del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación deberá entregar copia de esta 

sentencia al peticionario, en cualquier institución correccional 

donde este se encuentre. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal.  

    

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


